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JUSTICIA PENAL MILITAR- JUSTICIA ESPECIAL- CONFLICTO DE 
JURISDICCION 
Disparidades en la praxis al acudir ante el órgano constitucional que dirime conflictos de 
jurisdicción entre justicia penal militar y justicia penal ordinaria. 
  
LENIN MANUEL ESTEBAN RINCON 
RESUMEN  
Determinar en Colombia el “juez natural” para el conocimiento de un determinado asunto en 
materia penal cuando las jurisdicciones penales ordinaria y penal militar y policial lo reclaman o 
la excluyen, ha sido delegado por la Constitución Política de Colombia de 1991 de manera 
excepcional y transitoria al extinguido y posteriormente resucitado Consejo Superior de la 
Judicatura. 
Loable resulta señalar que en Colombia además de la justicia ordinaria penal existe una justicia 
penal especial encargada de investigar y juzgar a los miembros de la fuerza pública, -militares y 
policías- quienes en servicio activo lleven a cabo conductas reprochables penalmente que se 
deriven de la labor o misión endilgada a estos en la Carta Política, en las leyes o reglamentos, es 
decir, que ese actuar tiene que guardar relación con el servicio. 
Se percibe desde luego, que no hay unanimidad por parte de los integrantes de la sala del consejo 
superior de la judicatura en estos aspectos, donde atendiendo al Magistrado ponente impera una 
postura o la otra, dejando luctuosamente al azar un asunto magnánimo como este. 
Esta inseguridad jurídica producto de la disparidad en criterios en la praxis judicial en Colombia, 
ha llevado que la falta de decisiones de fondo en un conflicto de competencias de jurisdicciones 
entre la justicia penal militar y la justicia penal ordinaria contribuya a la congestión por demora 
judicial y afecte derechos fundamentales, entre otros, la dignidad humana del receptor de la ley 
penal –miembro de la fuerza publica-, transgresión al debido proceso, vulneración al principio del 
juez natural y al principio de no ser sometido a dos investigaciones penales por los mismos hechos. 
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To determine in Colombia the "natural judge" for the knowledge of a certain matter in criminal 
matters when the ordinary criminal and military and police criminal jurisdictions claim or exclude 
it, has been delegated by the Political Constitution of Colombia in 1991 in an exceptional and 
transitory manner to the extinct and later resuscitated Superior Council of the Judicature. 
It is praiseworthy to point out that in Colombia, besides the ordinary criminal justice system, there 
is a special criminal justice system in charge of investigating and prosecuting the members of the 
public force, -military and police- who, in active service, carry out criminally punishable conducts 
that derive from the work or mission endilgada to these in the Political Letter, in the laws or 
regulations, that is to say, that this action must be related to the service. 
It is perceived, of course, that there is no unanimity on the part of the members of the upper council 
chamber of the judiciary in these aspects, where the magistrate-speaker reigns one position or the 
other, leaving a magnanimous matter such as this one at will. 
This legal uncertainty as a result of the disparity in criteria in the judicial praxis in Colombia, has 
led to the lack of substantive decisions in a jurisdictional jurisdiction conflict between the military 
criminal justice and ordinary criminal justice contributes to congestion due to judicial delay and 
affects fundamental rights, among others, the human dignity of the recipient of the criminal law - 
member of the public force -, transgression of due process, violation of the principle of the natural 
judge and the principle of not being subjected to two criminal investigations for the same facts . 
 
KEYWORDS 
Military criminal justice, conflict of jurisdiction, natural judge, Superior Council of the judiciary, 
disparities, praxis, ordinary criminal justice. 
 
INTRODUCCION 
 Determinar en Colombia el “juez natural” para el conocimiento de un determinado asunto 
en materia penal cuando las jurisdicciones penales ordinaria y penal militar y policial lo reclaman 
o la excluyen, ha sido delegado por la Constitución Política de Colombia de 19911 (Constitución 
                                                          
1 ARTICULO 256. <El artículo 17 del Acto Legislativo 2 de 2015 que derogó este artículo fue declarado INEXEQUIBLE 
por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-285-16, salvo en lo que tiene que ver con la derogatoria, tanto de la 
expresión "o a los Consejos seccionales, según el caso", como de los numerales 3º y 6º de este artículo. Apartes 
tachados derogados por el artículo 17 del Acto Legislativo 2 de 2015> 
Corresponden al Consejo Superior de la Judicatura o a los Consejos Seccionales, según el caso y de acuerdo a la 
ley, las siguientes atribuciones: 
1. Administrar la carrera judicial. 
2. Elaborar las listas de candidatos para la designación de funcionarios judiciales y enviarlas a la entidad que deba 
hacerla. Se exceptúa la jurisdicción penal militar que se regirá por normas especiales. 
3. Examinar la conducta y sancionar las faltas de los funcionarios de la rama judicial, así como las de los 
abogados en el ejercicio de su profesión, en la instancia que señale la ley. 
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Politica 1991) de manera excepcional y transitoria al extinguido y posteriormente resucitado 
Consejo Superior de la Judicatura.  
 
 Es apremiante la necesidad de que este órgano transitorio  -aún vigente pese a ser eliminado 
por el acto legislativo 02 de 2015  que creó la Comisión Nacional  de Disciplina Judicial que no se 
ha implementado, -ni se avizora su implementación por el momento-, establezca claridad, genere 
difusión y no cree disparidad, en el “como” los interesados pueden acudir a ese cuerpo colegiado 
para que en ultimas dirima la contienda jurisdiccional, toda vez que la norma legal -art. 112 2- (Ley 
270, 1996), el Auto 278 de la Corte Constitucional (Auto 278, 2015) que le sostiene y, atendiendo 
a la coexistencias de sistemas procesales penales divergentes en las dos jurisdicciones, -dado que 
la penal ordinaria es de tendencia acusatoria, en cambio, la penal militar es de tendencia inquisitiva-
mixta-; crearon un vacío en la materia, propiciando imprecisiones en el operador judicial, en el 
litigante y la academia, como se verá en el desarrollo de este tema. 
  
Es indiscutible que el sistema de justicia en Colombia presenta una congestión judicial, 
como así lo indica las estadísticas que sobre la materia ha señalado la Unidad de Desarrollo y 
Análisis Estadístico del Consejo Superior de la Judicatura, quien para el año 2018 determinó,  la 
existencia de una carga judicial de 1.904.002 procesos judiciales como inventario final que 
corresponde al 22% de índice de congestión. (SIERJU, 2018)  (APA 2). (ver gráfica).  
Año Especialidad Ingresos Efectivos Egresos Efectivos Inventario Final 
2018 Constitucional 1.332 1.192 549 
2018 Administrativa 258.367 198.160 275.544 
2018 Disciplinaria 34.093 29.060 45.690 
2018 Civil 746.679 580.942 492.995 
2018 Familia 158.615 120.828. 89.922 
2018 Laboral 229.672 185.369 214.505 
2018 Penal 897.013 784.852 548.218 
2018 Promiscuo 395.704 346.796 236.579 
Total general 2.721.475 2.247.199 1.904.002 
Fuente: Consejo Superior de la Judicatura- SIERJU; Año 2018 
                                                          
4. Llevar el control de rendimiento de las corporaciones y despachos judiciales. 
5. Elaborar el proyecto de presupuesto de la rama judicial que deberá ser remitido al Gobierno, y ejecutarlo de 
conformidad con la aprobación que haga el Congreso. 
6. Dirimir los conflictos de competencia que ocurran entre las distintas jurisdicciones. 
7. Las demás que señale la ley. 
 
2 ARTÍCULO 112. FUNCIONES DE LA SALA JURISDICCIONAL DISCIPLINARIA DEL CONSEJO SUPERIOR DE 
LA JUDICATURA. Corresponde a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura: 
… 2. Dirimir los conflictos de competencia que ocurran entre las distintas jurisdicciones, y entre éstas y las autoridades 
administrativas a las cuales la ley les haya atribuido funciones jurisdiccionales, salvo los que se prevén en el artículo 




Muchas son sus causas, por lo que solo tendremos presente la relacionada con asuntos en 
materia penal cuando a un individuo de la sociedad como lo es el miembro de la fuerza pública, 
por un acto del servicio realiza un comportamiento que conlleva a un posible delito, y resulta 
investigado de manera paralela en la justica especial denominada justicia penal militar y la justicia 
penal ordinaria y, no es diáfana en la praxis, la manera de activar el conflicto de competencia entre 
jurisdicciones o conflicto de jurisdicción, ante el órgano competente, prolongándose esa doble 
investigación por un mismo hecho.  
 
En el trasegar de este artículo,  se abordara en primer lugar, la temática descriptiva de la 
génesis constitucional de la justicia penal militar (Art.116 CN - acto legislativo 02 de 2015), 
los destinatarios de esta fuero militar (Art.221 CN) y su legitimidad a través de 
pronunciamientos de la Corte Constitucional (ver Sent C-084-2016), Corte Suprema Justicia 
(ver Sentencia SP5104-2017), Corte Interamericana de Derechos Humanos (Caso Escué zapata 
vs Colombia, 2007) y Consejo Superior de la Judicatura ( Sentencia 201801329). 
 
En segundo lugar, se enunciará la variada posición histórica del Consejo superior de la 
judicatura en los pronunciamientos de sus sentencias  de fecha: i) 12 de octubre de 2005, ii) 30 
de mayo de 2007, iii)  25 de agosto de 2010, iv) 29 de noviembre de 2011, v) 15 de octubre de 
2015 y vi)) 27 de junio de 2018,  relacionado con la postura que han tenido y le tendencia actual 
frente a los criterios de quienes pueden ser los legitimados para actuar y, la forma innominada 
o pautas de como acudir ante este órgano para impetrar un conflicto de jurisdicción.  
En tercer lugar, se señalará como esta disparidad en criterios en la praxis judicial en 
Colombia, ha llevado que la falta de decisiones de fondo en un conflicto de competencias de 
jurisdicciones entre la justicia penal militar y la justicia penal ordinaria lleva a la demora 
judicial y afectan derechos fundamentales, entre otros, la dignidad humana del receptor de la 
ley penal, transgresión al debido proceso, vulneración al principio del juez natural y al principio 
de no ser sometido a dos investigaciones penales por los mismos hechos. 
Lo anterior con el ánimo de ser críticos constructivos que contribuyamos a evitar dilaciones 
y prolongaciones de las investigaciones, las cuales no pueden concluirse por la suspensión indirecta 
que ello implica en una decisión judicial. 
 
PROBLEMA JURIDICO 
¿Qué derechos fundamentales se vulneran al momento en que el órgano en Colombia 
encargado de dirimir conflictos de jurisdicción entre la justicia penal militar y la justicia penal 
ordinaria tiene posiciones divergentes, respecto de criterios con relación a los legitimados para 




La presente investigación se encuadra dentro de un enfoque de investigación cualitativo, 
propio a un tipo de investigación descriptivo, por cuanto se identifican los contenidos esenciales 
de la institución objeto de estudio conforme a las disposiciones vigentes; explicativo, por cuanto 
no solo se dan afirmaciones sobre lo que dicen las disposiciones sino que se asume una postura 
crítica en referencia del sistema normativo de la Constitución; correlacional, por cuanto se 
contrastan con juicios de valor dos variables: i) la validez del órgano judicial y ii) las disposiciones 
que este tiene sobre pasos para dirimir un conflicto de jurisdicción, ambas desde la concepción del 
Principio del juez natural y a partir de ellas se alcanzan conclusiones desde un método inductivo.  
 
 
1. CONSTITUCIONALIDAD DE LA JURISDICCIÓN PENAL MILITAR.  
 
Un Estado social de derecho necesita para su existencia y perduración de un brazo armado 
conformado por miembros de su propia sociedad. Colombia, no es la excepción y por ello cuenta 
con una fuerza militar integrada por el -Ejército, Armada y Fuerza aérea - encargada de la defensa 
de la soberanía, la independencia, la integridad del territorio nacional y el del orden constitucional.  
Así mismo, en procura del mantenimiento de las condiciones necesarias para el ejercicio de los 
derechos y libertades públicas y, de asegurar la convivencia en paz de sus habitantes cuenta con un 
cuerpo de policía de orden nacional de naturaleza civil. La carta política de 1991, señala que la 
sumatoria de la fuerza militar y la policía en Colombia se conocen como fuerza pública3.  
La historia Colombiana nos enseñó que desde la época de la independencia (1810) se había 
institucionalizado el fuero militar (Valencia Tovar), consistente en la posibilidad de juzgar a los 
militares por sus propios pares cuando en cumplimiento de sus funciones cometan delitos 
relacionados con el servicio, existiendo desde ese entonces la jurisdicción especial, denominada 
justicia penal militar.   
De igual manera atendiendo que en los años 40 - 50 del siglo pasado, hubo una nefasta 
polarización política donde los tradicionales partidos políticos Conservador por un lado y Liberal 
por el otro, llevaron  a los miembros de las fuerzas armadas y de las Policías - en ese entonces- de 
orden departamental y municipal- a tomar partido en la contienda política y para evitar más 
derramamiento de sangre en el Estado Colombiano, aparece en el escenario –por fortuna – un 
militar; el General Gustavo Rojas Pinilla, quien asume el poder político (1053-1957) (Aguilera 
Peña, 1997)  y dentro de su visión determinó la creación de una Policía a nivel Nacional. La misma 
                                                          
3 ARTICULO 216. La fuerza pública estará integrada en forma exclusiva por las Fuerzas Militares y la Policía Nacional. 
Todos los colombianos están obligados a tomar las armas cuando las necesidades públicas lo exijan para defender la 
independencia nacional y las instituciones públicas. 





pasó a ser parte del entonces Ministerio de Guerra, hoy día Ministerio de Defensa y para 
contrarrestar la infiltración política en la Policía, surge un hito en la historia de Colombia, con la 
expedición del artículo primero del decreto 1426 de 1954, donde se incluyó por primera vez a la 
Policía como sujeto de la justicia penal militar, donde se dispuso: “De todos los delitos que cometan 
los miembros de las Fuerzas de Policía en servicio activo conocerá la Justicia Penal Militar” 
(Carmeño, 2004, p. 30 y 31). (Carmeño, 2004).  
 
Desafortunadamente lo estable dura poco, cuando esa contienda fue diezmada, nuevamente 
los partidos políticos ya mencionados exilian a quien apaciguó la violencia bipartidista, para luego 
ingeniarse el famoso frente nacional, que vuelve a recrudecer la  violencia y con ello,  la llegada 
de ideas y pensamientos políticos diferentes al sentir del Estado de ese entonces, permitiendo la 
aparición de la “lucha armada” a través de las guerrillas. Este hecho, llevo a que se efectuaran 
agresiones armadas contra miembros de la policía nacional que siempre han sido un cuerpo armado 
de naturaleza civil cuyo fin Constitucional – repito- era y lo sigue siendo, el mantenimiento de las 
condiciones necesarias para el ejercicio de los derechos y libertades públicas; razón por la cual al 
hacer parte del acciones hostiles empezó a desarrollar actividades adicionales de naturaleza militar 
participando de un conflicto armado no internacional el cual aún persiste pese a un Acuerdo de Paz 
con un grupo armado ilegal (FARC)4, por lo que la legislación Colombiana de manera excepcional, 
vía Constitucional dispuso la ampliación del fuero militar a los miembros de la Policía Nacional, 
el cual, a nivel mundial es una situación peculiar frente a la figura del fuero militar aplicada en 
otros países, toda vez, que en esencia, -repito- solo es para los miembros de las fuerzas militares.  
 
Es así como en la constitución política de Colombia en su artículo 221 modificado por el 
acto legislativo 01 de 2015 (Constitución Politica 1991), refiere lo siguiente:  
“ARTICULO 221. <Artículo modificado por el artículo 1 del Acto Legislativo 1 de 2015. El 
nuevo texto es el siguiente:> De las conductas punibles cometidas por los miembros de la Fuerza 
Pública en servicio activo, y en relación con el mismo servicio, conocerán las cortes marciales o 
tribunales militares, con arreglo a las prescripciones del Código Penal Militar. Tales Cortes o 
Tribunales estarán integrados por miembros de la Fuerza Pública en servicio activo o en retiro. 
 
En la investigación y juzgamiento de las conductas punibles de los miembros de la Fuerza Pública, 
en relación con un conflicto armado o un enfrentamiento que reúna las condiciones objetivas del 
Derecho Internacional Humanitario, se aplicarán las normas y principios de este. Los jueces y 
fiscales de la justicia ordinaria y de la Justicia Penal Militar o Policial que conozcan de las 
conductas de los miembros de la Fuerza Pública deberán tener formación y conocimiento adecuado 
del Derecho Internacional Humanitario. 
 




La Justicia Penal Militar o policial será independiente del mando de la Fuerza Pública.” 
 
Ello nos permite colegir que existe una estructura encargada de administrar justicia penal 
de manera excepcional denominada Justicia Penal militar con raigambre constitucional ya que en 
el artículo 116 (Constitución Politica 1991) modificado por el acto legislativo 3 de 2002 señala:  
“ARTICULO 116. <Artículo modificado por el artículo 1 del Acto Legislativo No. 3 de 2002. El 
nuevo texto es el siguiente:>  <Inciso modificado por el artículo 26 del Acto Legislativo 2 de 2015. 
El nuevo texto es el siguiente:> La Corte Constitucional, la Corte Suprema de Justicia, el Consejo 
de Estado, la Comisión Nacional de Disciplina Judicial, la Fiscalía General de la Nación, los 
Tribunales y los Jueces, administran Justicia. También lo hace la Justicia Penal Militar.” 
 
Loable resulta señalar que en Colombia además de la justicia ordinaria penal existe una 
justicia penal especial encargada de investigar y juzgar a los miembros de la fuerza pública, -
militares y policías- quienes en servicio activo lleven a cabo conductas reprochables penalmente 
que se deriven de la labor o misión endilgada a estos en la Carta Política, en las leyes o reglamentos, 
es decir, que ese actuar tiene que guardar relación con el servicio.  
 
Frente a la existencia del fuero penal militar y la legitimidad de la justicia penal militar la 
corte interamericana de derechos humanos en el caso Las Palmeras vs Colombia en sentencia del 
06 de diciembre de 2001 (Gonzalez Serrano, & Melendez Salamanca)  manifestó:  
“(…) la jurisdicción penal militar ha de tener un alcance restrictivo y excepcional y estar 
encaminada a la protección de intereses jurídicos especiales, vinculados con las funciones 
que la ley asigna a las fuerzas militares. Por ello, sólo se debe juzgar a militares por la 
comisión de delitos o faltas que por su propia naturaleza atenten contra bienes jurídicos 
propios del orden militar. (Corte IDH, 2001, párr., 51). 
 
También a nivel local la Corte Constitucional (Sentencia C-084, 2016) frente al 
reconocimiento del fuero militar y el órgano jurisdiccional encargado de su administración ha 
indicado:  
“ (… ) No obstante que la misión o la tarea cuya realización asume o decide un miembro de la 
fuerza pública se inserte en el cuadro funcional propio de ésta, es posible que en un momento dado, 
aquél, voluntaria o culposamente, la altere radicalmente o incurra en excesos o defectos de acción que 
pongan de presente una desviación de poder que, por serlo, sea capaz de desvirtuar el uso legítimo de 
la fuerza. Justamente a este tipo de conductas se orienta el Código Penal Militar y se aplica el 
denominado fuero militar. La legislación penal militar, y el correspondiente fuero, captan conductas 
que reflejan aspectos altamente reprochables de la función militar y policial, pero que no obstante 
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tienen como referente tareas y misiones que, en sí mismas, son las que de ordinario integran el 
concepto constitucional y legal de servicio militar o policial (…)”.  
 
Así mismo  la Corte Suprema de Justicia en Sala de Casación Penal (Sentencia de Casacion 
SP5104-2017, 2017) en consideración sobre la materia ha indicado:  
“(…) lo sancionado por el estatuto punitivo militar y que adjudica el fuero para ser juzgado 
en esa jurisdicción, parte de la circunstancia necesaria de que el militar o el policía iniciaron una 
actuación válida, legítima, propia de sus funciones, comportamiento que en manera alguna puede 
ser reprochable, solo que en el camino, en el desarrollo de la misma, decidieron desviarla, 
extralimitarse o abusar, pero siempre en el entendido de que estos procederes indebidos tenían una 
correspondencia, un vínculo, un nexo, con la tarea específica propia del servicio correspondiente. 
 
Por abusar se entiende usar mal, excesiva, injusta, impropia o indebidamente la función 
concreta, específica, que correspondía por ley y reglamento. Desviar implica que el servidor se 
aleja, aparta, separa de la función iniciada en forma legítima. Extralimitarse tiene el alcance de 
actuar más allá, fuera de los límites fijados por el servicio correspondiente. 
 
En tales condiciones, el fuero parte del hecho necesario de que el militar o el policía dieron 
comienzo legítimo a un acto propio del servicio, pero en el camino decidieron salirse del mismo 
para realizar conductas delictivas, siempre en el entendido de que esos actos desviados igual tienen 
un nexo, un vínculo estrecho con esa función válida iniciada y que no se encuentren dentro de las 
excepciones ya reseñadas” (…). 
  
También de cara a la jurisdicción penal militar el Consejo Superior de la judicatura 
(Sentencia, Consejo Superior de la Judicatura, Sala Jurisdiccional Disciplinaria, 2018) ha señalado:  
(…) “Ha dicho esta Sala en reiteradas oportunidades que el fuero militar tradicionalmente 
se ha concebido como la institución por la cual los delitos cometidos por los miembros de la fuerza 
pública, en cumplimiento de su misión constitucional, son conocidos por tribunales militares, 
atendiendo la especial labor desarrollada por tales servidores públicos, pues adicionalmente, se 
requiere de un especial conocimiento del funcionario judicial sobre los procedimientos y las 
actividades militares.  
 
No obstante, no será cualquier conducta punible la que conozcan estas instancias, siendo 
indispensable la ocurrencia en cumplimiento de sus especializadas labores según su misión 
constitucional. 
 
En este orden, la razón de la aplicación del fuero militar debe tener un carácter sustancial, 
y no meramente formal. Concebirlo de otra manera desvertebraría su esencia y lo convertiría en un 
privilegio estatal, pues se desligaría el elemento funcional, y el fuero se discerniría por la sola 
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circunstancia de que el sujeto activo del delito es miembro de la Fuerza Pública, todo lo cual 
resultaría inaceptable en un Estado Social de Derecho”(…). 
 
 Nótese desde luego que la Justicia Penal militar, integrada por operadores judiciales como 
el juez de instrucción penal militar, el fiscal penal militar y, el juez de Instancia; es la institución 
encargada de investigar, acusar y juzgar a los miembros de la fuerza pública cuando cometen  
conductas delictivas típicamente militares o conductas del común, con la connotación que ello debe 
acaecer estando en servicio activo y guardando relación próxima y directa con el servicio.  
 
2. CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA 
 
Ahora bien, suele ocurrir que existen situaciones en que el actuar o hecho presuntamente 
delictivo llevado a cabo por un miembro de la fuerza pública puede generar incertidumbre frente 
al estar en servicio activo o frente a la relación con el servicio dando lugar por esa misma conducta, 
que se adelante  por denuncia o de oficio una investigación en la justicia penal militar y de manera 
simultánea una investigación en la justicia penal ordinaria.  
Cuando un operador judicial de las jurisdicciones penales considera que el caso no es de su 
conocimiento, puede enviarlo a la otra jurisdicción, quien a su vez, si considera que no es su 
jurisdicción la que le corresponde conocer de ese asunto, debe activar lo que la doctrina llama 
conflicto de competencia entre jurisdicciones negativo.  
De igual manera, cuando un operador judicial de las jurisdicciones penales considera, que 
el caso es de su conocimiento y, conoce que se está adelantando de manera simultánea en la otra 
jurisdicción una acción penal por los mismos hechos, debe requerírsela. Si esta manifiesta una 
posición relacionada en considerar que también es la competente – lo reivindica para sí- , se activa 
un conflicto de competencia entre jurisdicciones de carácter positivo.    
En Colombia, para definir el dilema de cuál es la justicia penal (ordinaria o militar) que  
debe conocer de ese asunto, se ha previsto por mandato constitucional que sea la Corte 
Constitucional la que dirima el asunto al tenor de lo señalado en el acto legislativo 02 de 2015 
(Acto Legislativo 2, 2015) que trata del utópico equilibrio de poderes. En su artículo 145 adicionó 
y modifico el artículo 241 Constitucional que en su parte pertinente reza:   
                                                          
5 ARTÍCULO 14. Agréguese un numeral 12 y modifíquese el 11 del artículo 241 de la Constitución Política los cuales 
quedarán así: 
11. Dirimir los conflictos de competencia que ocurran entre las distintas jurisdicciones. 




“ARTICULO 241. A la Corte Constitucional se le confía la guarda de la integridad y 
supremacía de la Constitución, en los estrictos y precisos términos de este artículo. Con tal fin, 
cumplirá las siguientes funciones: 
 
11. <Numeral adicionado por el artículo 14 del Acto Legislativo 2 de 2015. El nuevo texto es el 
siguiente:> Dirimir los conflictos de competencia que ocurran entre las distintas jurisdicciones. 
11. 12. Darse su propio reglamento.” 
 
Sin embargo hoy día, quien resuelve los conflictos de competencia entre  jurisdicciones en 
Colombia NO es la Corte Constitucional; si no el Consejo Superior de la Judicatura en su sala 
Disciplinaria, pues, lo establecido en el parágrafo transitorio 1° del artículo 19 del referido Acto 
Legislativo, se dispuso: 
 
"PARAGRAFO TRANSITORIO 1º. (…) Los actuales Magistrados de la Sala 
Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, ejercerán sus funciones hasta el 
día que se posesionen los miembros de la Comisión Nacional de Disciplina Judicial". (…) 
 
Esta  transitoriedad fue avalada por la Corte Constitucional mediante Auto 278 de 9 de julio 
de 2015 (Auto 278, 2015) que aclaró:   
 
 “(…) 6. De acuerdo con las medidas transitorias previstas en el Acto Legislativo 002 de 
2015, cabe entender que, hasta tanto los miembros de la Comisión Nacional de Disciplina Judicial 
no se posesionen, los magistrados de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de 
la Judicatura deben continuar en el ejercicio de sus funciones. Ello significa que, actualmente, la 
Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura conserva sus competencias, 
es decir, se encuentra plenamente habilitada para ejercer, no sólo la función jurisdiccional 
disciplinaria, sino también, para dirimir los conflictos de competencia que surjan entre las distintas 
jurisdicciones y para conocer de acciones de tutela.  
 
7. En ese orden de ideas, es claro que, por virtud de lo previsto en el artículo 14 del Acto 
Legislativo 02 de 2015, la atribución para conocer de los conflictos de competencia que ocurran 
entre las distintas jurisdicciones quedó radicada en cabeza de la Corte Constitucional. No obstante, 
en obedecimiento a lo dispuesto en el parágrafo transitorio 1º del artículo 19 del referido acto 
legislativo, en el que se adoptaron medidas de transición que dieron continuidad a la Sala 
Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, dicha atribución sólo podrá ser 
ejercida por la Corte Constitucional, una vez la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo 
Superior de la Judicatura haya cesado de manera definitiva en el ejercicio de sus funciones, 
momento en el cual los conflictos de competencia entre distintas jurisdicciones deberán ser 





Por ello, de las cosas coloquiales que pasan en Colombia, nótese que desde el año 2015 a 
la fecha, no se ha implementado la Comisión Nacional de Disciplina Judicial, seguimos en fase de 
transición y por ahora se tiene que el órgano que debe dirimir un conflicto de competencia entre 
distintas jurisdicciones es – repito- la Sala disciplinaria del Consejo superior de la Judicatura. 
 
Esta órgano a lo largo de su historia, atendiendo a la inexistencia de una normatividad 
procedimental que señale quien tiene legitimidad para impetrar un conflicto de jurisdicción entre 
la justicia especial penal militar y la justicia penal ordinaria, ha efectuado una serie de 
pronunciamientos, como se verá a continuación, donde, de manera aleatoria pero en orden 
cronológico encontramos que en para el año 2005 (Sentencia, Consejo Superior de la Judicatura. 
Sala Jurisdiccional Disciplinaria, 2005)  dispuso que NO podía activar el conflicto, por ejemplo, 
un juez de instrucción penal militar, indicando lo siguiente:  
 
“(…) Como ya se advirtió, la Sala se inhibirá de desatar el conflicto aparentemente trabado, 
en razón de la falta de legitimidad para proponerlo o aceptarlo por parte de una de las autoridades 
colisionantes. 
 
 Lo anterior porque los Jueces de Instrucción Penal Militar ni en el código derogado (D. 
2550/88), ni en el que actualmente rige (Ley 522 de 1999) cuentan con la facultad legal para 
trabarlos. 
 
Al respecto, el Art. 273 de la última normatividad en cita dispone: “Hay colisión de 
competencias cuando dos (2) o más jueces de conocimiento o fiscales, reclaman que a cada uno 
de ellos corresponde exclusivamente el conocimiento o tramitación de un proceso penal, o cuando 
se niegan a conocer de él por estimar que no es de la competencia de ninguno de ellos”. (El 
resaltado es de la Sala). 
 
En consecuencia, si una de las partes colisionadas -Juzgado de Instrucción Penal Militar- 
no tenía aptitud legal para ello, no existe conflicto válidamente promovido que dirimir y en 
consecuencia lo procedente es disponer la devolución de la actuación al Juzgado 143 de 
Instrucción Penal Militar de Bogotá, para que proceda de conformidad.(…)” 
 
 Por mucho años y bajo este criterio reiterado, los operadores judiciales de la justicia penal 
militar que ostentaran el cargo de Juez de Instrucción, debían enviar el expediente a quien fungía 
como Juez de Instancia de Brigada quien era el “legitimado” en esa jurisdicción para emprender y 
efectuar el argumento pertinente ante un fiscal de la justicia ordinaria o, si estaba en etapa de juicio, 
ante el juez de conocimiento. Si alguno de estos dos últimos consideraba que era también 
competente, se discurría debidamente trabado el conflicto de jurisdicción  y ahí sí podía conocer el 




 Años después con la entrada en vigencia en la justicia ordinaria de sistema de procedimiento 
penal con tendencia acusatoria caracterizado por la oralidad con la ley 906 de 2004 (Ley 906, 
2004), el cual sustituyó a partir de su entrada en vigencia gradualmente en el territorio nacional el 
código de procedimiento penal de tendencia inquisitiva – mixta ley 600 de 2000 (Ley 600, 2000); 
el Consejo Superior de la Judicatura  consideró que en la jurisdicción ordinaria la Fiscalía General 
de la Nación  no estaba legitimada para impetrar conflictos de esa naturaleza y obligaba que ello 
se tramitara por conducto del juez ordinario (control de garantías o de conocimiento según la etapa 
del proceso).  
 
 Como no existía en Colombia y aun -repito-, hoy día no existe una regulación relacionado 
con la manera y los legitimados para activar el conflicto de jurisdicción, se presenta un vacío 
jurídico que fue medianamente dilucidado por el ente competente y, en el año 2007 (Sentencia, 
Consejo Superior de la Judicatura. Sala Jurisdiccional Disciplinaria, 2007) dispuso:  
 
 “(…) La dificultad que advierte la Sala, estriba, como aquí acontece, en la posibilidad de 
la existencia de un conflicto de jurisdicciones en etapa de indagaciones o de investigación previa 
a la formulación de la imputación, esto es, cuando la fiscalía –y eventualmente la defensa- se 
encuentra recaudando los elementos materiales probatorios, evidencia física e información en 
orden a establecer la posible ocurrencia de un hecho delictivo e identificar a su(s) posible(s) 
responsable(s). 
 
 Y se dice dificultad, en el entendido que la asunción de facultades jurisdiccionales por parte 
de la Fiscalía es a la luz del código de procedimiento actual de naturaleza excepcional y requiere, 
sin excepción, del inmediato sometimiento de su actuación al control de legalidad a cargo del juez 
de garantías, luego vale desde ya señalar que dicho funcionario, que hace parte del ente acusador, 
verdadera parte del proceso, no puede disponer de la competencia ya sea para reclamarla, ora para 
desprenderse de la misma; al tiempo que cabe preguntarse cómo fundamenta su posición, en el 
entendido que las actuaciones que adelanta son reservadas y que sólo está llamado a descubrirlas 
en la audiencia de acusación. 
 
 Una solución del asunto, requiere, desde luego, situarnos dentro del procedimiento que 
emplea el sistema penal acusatorio, y a ello se procede, de la mano de la Corte Constitucional en 
su fallo C-1194 de 2005: 
 
‘Concretamente, la investigación de los hechos que revisten características delictuales se 
inicia desde el momento en que la Fiscalía tiene conocimiento de la notitia criminis, hecho 
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que puede ser comunicado a ese organismo por denuncia, querella, petición especial o 
cualquier otro medio idóneo6.  
 
La Fiscalía, en una primera fase de indagaciones, determina la ocurrencia de los hechos y 
delimita los aspectos generales del presunto ilícito. Dado que los acontecimientos fácticos 
no siempre son fácilmente verificables y que las circunstancias que los determinan pueden 
hacer confusa la identificación de su ilicitud, el fin de la indagación a cargo de la Fiscalía,  
y de las autoridades de policía judicial7, es definir los contornos jurídicos del suceso que 
va a ser objeto de investigación y juicio. La fase de indagación es reservada y se 
caracteriza por una alta incertidumbre probatoria, despejada apenas por los datos que arroja 
la notitia criminis. 
 
Cumplida la indagación, la Fiscalía puede formular ante el juez de garantías la imputación 
contra el individuo del que sospecha caberle responsabilidad penal por el ilícito. De 
acuerdo con el artículo 286 del C.P.P., la formulación de imputación es “el acto a través 
del cual la Fiscalía General de la Nación comunica a una persona su calidad de imputado, 
en audiencia que se lleva a cabo ante el juez de control de garantías”. La Fiscalía promueve 
dicha formulación cuando “de los elementos materiales probatorios, evidencia física o de 
la información legalmente obtenida, se pueda inferir razonablemente que el imputado es 
autor o partícipe del delito que se investiga”. 
(…) 
En tales condiciones, es claro que durante las etapas de indagación e investigación, 
frente a la convicción del Fiscal de que la competencia no radica en la justicia ordinaria, o 
cuando por el contrario la justicia castrense le reclama el conocimiento del asunto o se lo 
envía por competencia, es lo propio que proceda a presentar al juez de garantías sus 
argumentos, junto con los elementos de convicción que haya recaudado y que considere 
necesarios y suficientes para que el juez de garantías se pronuncie, bien sea para acoger 
                                                          
6 Ley 906 de 2004. Artículo 200. Órganos. Corresponde a la Fiscalía General de la Nación realizar la indagación e 
investigación de los hechos que revistan características de un delito que lleguen a su conocimiento por medio de 
denuncia, querella, petición especial o por cualquier otro medio idóneo”. 
7 Ley 906 de 2004. Artículo 202. Órganos que ejercen funciones permanentes de policía judicial de manera especial 
dentro de su competencia. Ejercen permanentemente funciones especializadas de policía judicial dentro del proceso 
penal y en el ámbito de su competencia, los siguientes organismos: 
1. La Procuraduría General de la Nación. 
2. La Contraloría General de la República. 
3. Las autoridades de tránsito. 
4. Las entidades públicas que ejerzan funciones de vigilancia y control. 
5. Los directores nacional y regional del Inpec, los directores de los establecimientos de reclusión y el personal de 
custodia y vigilancia, conforme con lo señalado en el Código Penitenciario y Carcelario. 
6. Los alcaldes.  
7. Los inspectores de policía. 
Parágrafo. Los directores de estas entidades, en coordinación con el Fiscal General de la Nación, determinarán los 
servidores públicos de su dependencia que integrarán las unidades correspondientes. 
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la tesis del fiscal, referida a  que la  competencia  radica en la justicia penal militar, caso 
en el cual procedera a proponer el conflicto negativo de jurisdicciones, o bien para decidir 
si acepta el conflicto positivo o negativo de jurisdicciones que los jueces y fiscales 
castrenses ya mencionados le hayan propuesto y decide el envío del asunto a esta 
Colegiatura para lo pertinente, o no lo acepta y en consecuencia dispone que la Fiscalía 
prosiga con la actuación o la envía al despacho judicial castrense, según se trata de conflicto 
negativo o positivo, respectivamente. 
 
Esto es, que es el juez de garantías quien hacia el futuro, y cuando los procesos que se sigan 
adelantando bajo el nuevo régimen oral acusatorio se encuentren en sus etapas de indagación 
o investigación, deberá pronunciarse para decidir si propone a la justicia penal militar un 
conflicto de jurisdicciones  o si acepta o no el que ésta le ha propuesto; con tal fin, 
inmediatamente se presente la situación fáctica que así lo amerite, el fiscal que se encuentre 
dirigiendo las diligencias de indagación o investigación, deberá concurrir ante el citado juez 
a presentar sus consideraciones, junto con los elementos de convicción que haya recaudado y 
que estime necesarios y suficientes para la decisión a lugar.(…)” 
 
 
Ello trajo consigo que, al no poder el fiscal de la justicia ordinaria de manera directa como 
representante de la jurisdicción ordinaria trabar un conflicto como lo venía en la praxis haciendo,  
se decretaran – por el Consejo superior de la judicatura-  sin número de sentencias Inhibitorias que 
afectaron en su esencia del principio constitucional del Juez Natural bajo el entendido que el sujeto 
activo de una conducta punible NO sabía, cuál de las dos jurisdicciones era la que debía investigarlo 
y juzgarlo, llevando, por otro tiempo adicional y hasta tanto no se volviera a efectuar las 
disposiciones trazadas por el órgano que define competencias, el lastre de ser sometido a dos 
investigaciones de manera simultánea, teniendo que ejercer un doble derecho de defensa y doble 
derecho contradicción.  
 
Así  mismo, afectó a los operadores judiciales y a los demás sujetos procesales de cada una 
de las distintas jurisdicciones y con ello la economía procesal, toda vez que de manera forzada 
llevaba a dejar suspendido indirectamente el proceso penal en ambas jurisdicciones, hasta que no 
se realizara los “pasos inventados” de procedimiento de conflicto de competencia entre estas. 
 
 Luego, en sentencia de 2010 (Sentencia, Consejo Superior de la Judicatura Sala 
Jurisdiccional Disciplinaria, 2010), hubo una variación importante en el precedente judicial de esa 
corporación, señalando:  
 
“(…).Así las cosas, si los hechos a que se refiere el caso remitido por la Fiscalía 41 de Derechos 
Humanos y Derecho Internacional Humanitario, ocurrieron  --como ya se advirtió--  el 17 de enero 
de 2007, en jurisdicción del Departamento del Quindío, es claro que el proceso, en cuanto concierne 
al tema de la jurisdicción y competencia, tiene que rituarse conforme con las reglas de juego 
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trazadas por la Ley 906 de 2004 y demás dispositivos concordantes, pues para ese entonces ya regía 
en el Distrito Judicial de Armenia, el nuevo sistema penal acusatorio.  
 
Si eso ello así, y si   --como recalca la Corte Suprema de Justicia8--  el conflicto de competencia 
es una institución propia del sistema procesal de la Ley 600 de 2000, sustituida, con procedimiento 
y todo, por los artículos 54 y 341 de la Ley 906 de 2004; si además de la definición de competencia, 
existe la impugnación de competencia, que  es un mecanismo nuevo, concebido para la dinámica 
y las características especiales de un sistema procesal, que obviamente no existía  strictu sensu 
cuando fue expedida la Ley 270 de 1996 (artículo 112.2) y encima de eso es un instituto 
sustancialmente diferente a la figura de la colisión o del conflicto otrora regulado, es claro que la 
Colegiatura Superior debe conocer de la tensión competencial planteada en este caso entre el 
Juzgado 55 de Instrucción Penal Militar y la Fiscalía 41 de Derechos humanos y Derecho 
Internacional Humanitario, por dos potísimas razones:  
 
1. La tensión aquí planteada no es de simple competencia entre dos jueces de la misma 
jurisdicción, sino que lo que se discute es la falta de jurisdicción de una de las dos 
autoridades que reclaman su conocimiento, pues es obvio que si una de ellas lo reivindica 
para sí, es porque considera que a la otra no le corresponde.  
2. De acuerdo con el sistemático entendimiento de los artículos 256.6 de la Constitución 
Nacional, 112.2 de la Ley 270 de 1996, 54 y 341 de la Ley 906 de 2004, cuyos concluyentes 
parámetros no están no sujetos a discusión alguna  --como que las normas sobre 
competencia son de orden público y por lo tanto de obligatoria, general e inmediata 
aplicación, salvo que intermedie algún problema de favor rei--  de la disputa suscitada entre 
las autoridades que pertenecen a distinta jurisdicción (Fiscalía 41 de Derechos Humanos y 
Derecho Internacional Humanitario de Cali y Juzgado 55 de Instrucción Penal Militar, con 
sede en el municipio de Montenegro), debe conocer la Colegiatura Superior. 
 
No está de más que, por consiguiente y sobre todo con fines de absoluta claridad, la Colegiatura 
se remita a algunas de las precisiones que arrojan los análisis de la Corte Suprema, particularmente 
los contenidos en su sentencia N° 493039:  
 
“(…) En punto a ésta problemática, esta Corporación en proveído del pasado 18 de mayo 
de 2010, dentro de la radicación 33870, sostuvo: 
 
“El error de la homóloga Corporación  --refiriéndose al Consejo Superior de la 
Judicatura--  estriba en que ha sido de problemática asimilación el trámite para 
resolver las IMPUGNACIONES DE COMPETENCIA suscitadas en procesos 
                                                          
8 Sentencias N° 24602 de 2007, doctor Álvaro Orlando Pérez Pinzón y N° 26201 de 2006, doctor Yesid Ramírez 
Bastidas.   
9 27 de julio de 2010, Magistrado Ponente Julio Enrique Socha Salamanca.  
18 
 
penales tramitados bajo la sistemática de la Ley 906 de 2004, figura que, a diferencia 
de los normado en estatutos procesales anteriores (Ley 600 de 2000, artículos 93 a 98 
y Decreto 2700 de 1991, artículos 97 a 102), no exige obtener por parte de los 
funcionarios que niegan o reclamen la facultad para conocer  de un asunto el 
pronunciamiento previo de aquellos. 
 
“De acuerdo con las disposiciones de la Ley 906 de 2004, tan pronto como se 
evidencia una probable falta de competencia, bien porque el juez al que le 
correspondió el proceso la rechaza, o uno de la misma o diferente jurisdicción la 
disputa,  o debido a que una de las parte impugna la discernida al funcionario de 
conocimiento, el llamado a resolver perentoriamente, sin esperar a que el funcionario 
al que se atribuye la competencia dé su opinión o concepto sobre el conflicto, es el 
juez natural asignado por la ley de acuerdo con la naturaleza del aspecto que genera 
la controversia (factor objetivo, subjetivo o territorial), el cual debe resolver  en un 
trámite célere y sin dilaciones, 10la respectiva controversia (…)” 
 
Así las cosas, de cara al procedimiento expresamente reglamentado por la Ley 906 de 2004, 
para el trámite de discusiones competenciales y jurisdiccionales  --en sistemática correlación con 
los artículos 256.6 de la Constitución Nacional, 112.2 de la Ley 270 de 1996 y 99 de la Ley 1395 
de 201011--  es la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, la que 
debe conocer de la disputa planteada entre la Fiscalía 41 de Derechos Humanos y Derecho 
Internacional Humanitario de Cali y Juzgado 55 de Instrucción Penal Militar, con sede en el municipio 
de Montenegro (Quindío), como quiera que el antagonismo competencial que se plantea es entre dos 
autoridades de diferente jurisdicción.  
 
En este punto, y si se conviene en que la esencia de la jurisdicción se liga en lo general a la 
administración de justicia y la Fiscalía es un órgano de extracción indiscutiblemente jurisdiccional, 
ninguna razón subsiste ya para que se sostenga que los Fiscales no pueden plantear conflictos en 
materia de competencia, según los precisos términos de la Ley 600 de 2000, o definiciones de 
competencia e impugnaciones de competencia de cara a la Ley 906 de 2004. 
 
No puede desconocer la Colegiatura que, dentro del marco de la Ley 600 de 2000 --que 
todavía está vigente--  la Fiscalía detenta y ejercita trascendentes funciones jurisdiccionales 
cuando, por ejemplo, en forma autónoma dinamiza capturas e impone medidas de aseguramiento, 
ejercitando un rol inveteradamente reservado para los Jueces.  
                                                          
10 Sentencia N° 49303 del 27 de julio de 2010, Magistrado Ponente Yesid Ramírez Bastidas.  
11 “Artículo 99. El artículo 341 de la Ley 906 de 2004 quedará así: Artículo 341. Trámite de impugnación de 
competencia. De las impugnaciones de competencia conocerá el superior jerárquico del juez, quien deberá resolver 
de plano lo pertinente dentro de los tres días siguientes al recibo de lo actuado.  
En el evento de prosperar la impugnación de competencia, el superior deberá remitir la actuación al funcionario 




Tampoco podría soslayar la Colegiatura el hecho irreductible de que al interior de la 
mecánica de  sistemas procedimentales adversariales, como el implementado a través de la Ley 
906 de 2004, los Fiscales intervinientes  están perfectamente habilitados para manifestar de manera 
unilateral su incompetencia, o para impugnarla, y por virtud de la Ley no se necesita  --para que se 
hable strictu sensu de conflicto, colisión, manifestación o impugnación--  el que los funcionarios 
jurisdiccionales en tensión, expresen su concepto previo sobre la pugna competencial o 
jurisdiccional.   
 
Al fin y al cabo, si la República ejerce permanentemente la facultad de administrar justicia 
por medio de los funcionarios autorizados para tal efecto, y entre ellos están los Fiscales ordinarios 
y también los Jueces de Instrucción Penal Militar, aún cuando sujetos éstos últimos a un régimen 
jurídico penal especial, tanto sustantivo como procedimental, ningún fundamento basado en la 
lógica lo razonable existe para restringirles la posibilidad de que discutan entre sí o con los jueces 
ordinarios,  jurisdicción o competencia.  
 
Obsérvese, por lo demás, que las pautas establecidas por los artículos 238.4, 239 y 261 del 
Código Penal Militar, se refieren a conflictos entre Jueces Penales Militares de primera instancia y 
entre fiscales militares, pero al interior de la jurisdicción castrense. 
 
Significa, pues, que la Colegiatura Superior, para ponerse a tono con la evolución, 
desarrollo y dinámica de los nuevos sistemas procedimentales, debe sobre el tema recoger el 
criterio sostenido en su anterior línea jurisprudencial. 
 
Del precedente de la Sala. Antes de resolver el asunto objeto de controversia, no otro que 
definir la adscripción de competencia respecto de una u otra jurisdicción de las enfrentadas con 
ocasión del homicidio de ELISA JINET LEAL RODRÍGUEZ y CARLOS ANDRÉS OROZCO 
IDÁRRAGA, ha de precisar la Sala que recoge su jurisprudencia, en punto de la cual no se admitía 
que el conflicto de jurisdicciones fuera propuesto por la Fiscalía en vigencia de la Ley 906 de 2004 y 
de Jueces de Instrucción Penal Militar, cuando se pronunciaba la Justicia Castrense. A manera de 
ejemplo y para ilustrar lo que venía considerando la Sala, basta con enunciar en cada caso un 




Quiere decir ello, que en casos de conflictos de jurisdicción, además de los jueces penales 
ordinarios, los fiscales de la justicia de común u ordinaria están legitimados para acudir y  
representar la jurisdicción de la que hacen parte sin que tenga que ver el sistema de procedimiento 
penal en el que actúen, y por tal motivo, no requieren desgastar el aparato judicial pidiendo 
audiencias ante el juez de control de garantías para solamente comentarles que en ejercicio de su 
potestad pretende según el caso, desprenderse de la competencia y plantear si es del caso un 
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conflicto negativo de jurisdicción si el funcionario de la justicia penal militar rechaza el caso, o, 
por el contrario, adjudicarse la misma si la justicia penal militar también se considera competente 
y plantear un conflicto positivo de jurisdicción.  
 
De la misma manera, en la justicia especial penal militar, además de los jueces de instancia 
y Fiscales penal militares, los Jueces de Instrucción penal militar tienen la legitimación para ser los 
representantes de la jurisdicción penal militar sin importar en el sistema de procedimiento penal en 
el que se desenvuelvan, dado que el conflicto de competencia de jurisdicciones es de arraigo 
Constitucional y en esta se indica ante que órgano se debe impetrar un conflicto de esta naturaleza. 
 
Sim embargo, se presentó un nuevo interrogante respecto de quienes están legitimados para 
solicitar un conflicto de “competencia de jurisdicciones” como se denomina en la Constitución, 
toda vez que en el reconocido caso de la muerte del joven Diego Felipe Becerra Lizarazo “caso del 
grafitero” donde según lo conocido públicamente, el hecho aconteció en un procedimiento 
netamente de policía donde hubo posteriormente manipulación de las escena de los hechos 
(Escobar , 2016), el órgano de cierre de conflictos entre jurisdicciones, dio trámite a una petición 
de la representante de las víctimas en el proceso penal ordinario, cuando la fiscalía había 
considerado que no era la justicia ordinaria la que debía asumir ese caso por haber sido una 
conducta punible acontecida en actos del servicio que guardaba relación con el mismo, enviando 
el caso a la justicia penal militar y esta última, asumió la investigación por considerarse igualmente 
competente.  
 
Es decir, sin que ninguno de los operadores judiciales de las dos jurisdicciones (penal 
ordinaria – penal militar) reclamase para sí el asunto, lo que en otrora situación se llegaba a un fallo 
inhibitorio, porque de acuerdo el precedente judicial no había precisamente un conflicto trabado 
entre las dos jurisdicciones, el órgano competente,  en el año 2011 (Sentencia, Consejo Superior 
de la Judicatura. Sala Jurisdiccional Disciplinaria, 2011) estimó:     
 
(…) Luego de hacer un análisis sobre los conceptos de jurisdicción y competencia, y de 
exponer distintas posturas asumidas por esta Sala desde la entrada en vigencia de la Ley 906 de 
2004, concluyo que “la Sala no resuelve sobre impugnación de competencia cuando se ha 
manifestado una sola jurisdicción, excepto que previo requerimiento por parte del juez de 
garantías o ante quien se presente la acusación, no haga presencia ni remita por escrito las 
razones el representante de la otra jurisdicción, cuya contumacia habrá de entenderse como 
desprendimiento o falta de interés en asumir para su jurisdicción el conocimiento del asunto puesto 
de presente”. 
 
Dicha determinación conto con aclaración, de voto de los Magistrados Nancy Angel M., 
Jose Ovidio Claros Polanco, Angelino Lizcano Rivera y Henry Villarraga Oliveros, al estimar que 
“en oportunidad anterior, en el radicado 2009- 2080, aprobamos la decisión de asignar la 
competencia a la jurisdicción ordinaria, no obstante no encontrarse debidamente trabado el 
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conflicto, por cuanto en ese especifico caso la Sala se apartó del precedente en aras de garantizar 
el principio de economía procesal, dada la trascendencia social de las conductas objeto de 
investigación y la salvaguarda de preclaros derechos fundamentales tanto de los sujetos 
procesales, como de las victimas, toda vez que al analizar el caso concreto es necesario 
garantizar por parte de esta Colegiatura una decisión de fondo en la cual se esclarezcan los 
hechos objeto de investigación y asi garantizar la prevalencia del derecho sustancial sobre el 
formal-artículo 228 de la Constitución Política.”. (Negrilla no original). 
 
Bajo los mismos lineamientos, se resolvió, entre otros, el radicado 
110010102000200902385 00, aprobado en la Sala N°096 de fecha 21 de septiembre de 2009, con 
ponencia del Magistrado Angelino Lizcano Rivera. En ese orden de ideas, y teniendo en cuenta 
que en el caso que hoy ocupa la atención de la Sala, siguiendo la línea doctrinaria mayoritariamente 
adoptada por la Corporación, el Magistrado que hoy cumple la misión de ser ponente, intento 
obtener pronunciamiento de la Justicia Penal Militar decretando como prueba para mejor proveer, 
entre otras, la inspección judicial al expediente que se sigue en el Juzgado 142 de Instrucción Penal 
Militar con sede en la Dirección General de la Policía Nacional, bajo el radicado N°1447, 
comisionando para dicha diligencia al doctor German Londono Carvajal, Magistrado Auxiliar del 
Despacho, quien el 23 de noviembre hogaño, se presentó a la sede del susodicho Juzgado Penal 
Militar; pero la titular del Despacho no le permitió acceder al expediente bajo el argumento de que 
el empleado judicial comisionado ,no era sujeto procesal, procederá la Sala a hacer el 
pronunciamiento que en derecho corresponda. 
 
Tal pronunciamiento se hace, no solamente retomando el planteamiento que hicieran los 
Magistrados Nancy Angel M-, Jose Ovidio Claros Polanco, Angelino Lizcano Rivera y Henry 
Villarraga Oliveros, al aclarar la providencia en el radicado 110010102000200902089 00, 
aprobada en la Sala N°092 de 2009, con fecha 14 de septiembre de ese año, con ponencia de la 
Magistrada Maria Mercedes Lopez Mora, pues en este caso, se hace necesario y urgente garantizar 
no solo el principio de economía procesal, sino también -y, principalmente- la salvaguarda de los 
derechos fundamentales tanto de los sujetos procesales, como de las victimas, a efectos de 
adoptar por parte de esta Colegiatura una decisión de fondo, buscando privilegiar la prevalencia 
del derecho sustancial sobre el formal, conforme a los mandatos superiores contenidos en el 
articulo 228 de la Constitución Política. 
 
3. De la legitimidad de las victimas para proponer el conflicto de jurisdicciones 
 
Ahora bien, en cuanto atañe a las víctimas, es inocultable que, dentro de los  últimos avances 
en la doctrina y en la jurisprudencia, tanto vernáculas como foráneas, se destaca el papel 
preponderante que se le asigna a la víctima en el proceso penal, en procura de principios tan 
profundamente democráticos e inherentes al Estado Social y Democrático de Derecho, tales como 
el derecho de acceso a la Administración de Justicia y a conocer el o los responsables de la comisión 




En este nuevo panorama, en el ámbito internacional, encontramos instrumentos tan valiosos 
como la Declaración sobre los principios fundamentales dé justicia para las víctimas de delitos y 
del abuso de poder, adoptada mediante Resolución 40/34 de la Asamblea General; la Aplicación 
de la Declaración sobre los principios fundamentales de justicia para las víctimas de delitos y del 
abuso de poder, incorporada mediante Resolución 1989/57 del Consejo Económico y Social); o la 
protección de los derechos humanos de las víctimas de la delincuencia y del abuso de poder y la 
Decisión Marco del Consejo de Europa de marzo de 2001, relativa al Estatuto de la Victima en el 
Proceso Penal.   
 
A este nuevo contexto, no puede ser ajeno el Consejo Superior de la Judicatura, en su Sala 
Jurisdiccional Disciplinaria como Tribunal de Conflictos en el país, y es por eso que, entendiendo 
que en el nuevo sistema penal acusatorio, la victima adquiere el rol de sujeto procesal; que esta -
como los demás sujetos procesales- esta habilitada al interior del proceso, en la jurisdicción que lo 
este conociendo, para impugnar la competencia; la Sala encuentra viable que, en aras de preservar 
los principios de economía y celeridad de la Administración de Justicia, y los derechos de las 
víctimas en el proceso penal, el apoderado judicial de estas acuda directamente ante esta 
Superioridad a solicitar la definición de competencias, cuando estas -conforme ocurre en el caso 
sub análisis- involucran dos jurisdicciones diversas y cuando acontece que, según se tiene 
conocimiento en estas diligencias, los representantes de ambas jurisdicciones no se traban en lo 
que se conocía como conflicto entre jurisdicciones, pues la Fiscalía 13 Seccional de Bogotá remitió 
el expediente a la Justicia Penal Militar, por considerar que allí radica la competencia, y la Jueza 
142 de Instrucción Penal Militar accede a ello, por considerarse la llamada a resolver el proceso, 
pese a que la vocera de las victimas defiende la tesis de que el proceso debe ser asignado a la 
Justicia Ordinaria.  
 
En consecuencia, no acceder a realizar un pronunciamiento de fondo como Tribunal de 
Conflictos, por no contar con pronunciamientos de quienes representan a las dos jurisdicciones 
mencionadas, sería tanto como desconocer los derechos de las víctimas, recientemente 
incorporados a nuestro ordenamiento positivo en la Ley de Victimas y Restitución de Tierras, Ley 
1448 de 2011.  
 
Además de lo anterior, no puede dejarse de lado el desarrollo jurisprudencial que el máximo 
Tribunal Constitucional, ha realizado en torno a la intervención de las víctimas en el proceso penal, 
de tal manera que en sentencia C-209 de 2007, recordó que “se le otorgó a la víctima una capacidad 
procesal mayor, permitiéndosele intervenir a lo largo de todas las etapas del proceso, salvo en la 
audiencia pública del juicio. En esta oportunidad el alto tribunal fundamentó su argumentación 
con base en el art: 250, numeral 7° de la Constitución, considerando que en el nuevo sistema penal 
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acusatorio la víctima actúa como un interviniente especial.”12, otorgándole así un mayor nivel de 




Quiere decir lo anterior, que aparece un nuevo “legitimado” – representantes de las 
víctimas- para solicitar ante el Tribunal de conflictos, que determine a cual jurisdicción  se le debe 
asignar la competencia sin necesidad que ninguna de las autoridades u operadores judiciales haga 
manifestación alguna de ser o no el competente, bajo el criterio de preponderar  -repito- el principio 
de economía procesal, dada la trascendencia social de la conducta objeto de investigación, que en 
la realidad, esta cimentada por el amarillismo mediático y la presión social que le puedan dar los 
medio de comunicación y las redes sociales al caso en particular.  
 
De paso, ese nuevo precedente  en que “si se puede lo más se puede lo menos”, abrió el 
camino para que el Consejo Superior de la judicatura siguiera dirimiendo conflictos de jurisdicción, 
cuando la petición de conflicto proviniera de un solo operador judicial como representante de 
cualquiera de las jurisdicciones, porque se daba a entender que primaba las garantías y derechos 
fundamentales de los sujetos procesales sobre la existencia de dos investigaciones sobre un mismo 
hecho, es decir,  prevalece el derecho sustancial sobre el procesal. 
 
Pero con el trascurrir del tiempo y al darse el relevo natural del cargo de algunos 
magistrados y el asentamiento de otras, nuevamente empezaron a vislumbrase disparidades y 
observaciones del criterio en los elementos o pautas a considerar, en un conflicto de competencia 
de jurisdicciones y es así, como para el año 2015 (Sentencia, Consejo Superior de la Judicatura. 
Sala Jurisdiccional Disciplinaria, 2015) se indicó:  
 
(…) 2. Postura de la Sala respecto de los conflictos penales a partir de la Ley 906 de 
2004. 
 
Antes de que se produjera el tránsito en nuestro ordenamiento jurídico, del sistema penal inquisitivo 
característico del Código de Procedimiento Penal contenido en la Ley 600 de 2000, hacia el sistema 
Acusatorio conforme al mandato constitucional del Acto Legislativo Nº 03 de 2002, desarrollado 
en la Ley 906 de 2004, con fundamento en las normas que acaban de citarse, tradicionalmente esta 
Superioridad venía sosteniendo que, para entender debidamente trabado un conflicto de 
jurisdicciones, se requería como elemento esencial, la presencia de una disputa entre dos 
autoridades, bien fuera reclamando ambas la competencia para dirimir un litigio (conflicto 
                                                          
12 La intervención procesal de la víctima: especial consideración a los sistemas procesales de la Ley 906/04, 975/05, 
Sistema Interamericano de Derechos Humanos y Corte Penal Internacional / ed. Maria Cristina Patino Gonzalez. - 
Bogotá: Universidad Nacional de Colombia. Facultad de Derecho, Ciencias Políticas y Sociales, 2008. 
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positivo), o ambas rehusando su conocimiento (conflicto positivo). Así, entonces, se tenía sentado 
lo siguiente: 
 
“...Concepto jurídico de jurisdicción. En sentido propio se define como la soberanía del 
Estado, ejercida por conducto de una de sus ramas del poder público, destinada a la 
administración de justicia, con el fin de satisfacer intereses generales y, en particular, de 
aplicar el derecho material a un caso particular y concreto, caracterizándose por ser 
general, exclusiva, permanente e independiente; dividiéndose para su funcionamiento de 
acuerdo a la pretensión reclamada. 
 
Entonces tenemos que, el conflicto se presenta cuando dos o mas funcionarios investidos 
de competencia de distinta jurisdicción, se disputan el conocimiento de un proceso, bien 
por considerar, que no les corresponde, evento en el cual será negativa o por que estiman 
ambas que es de su incumbencia, caso en el cual será positiva, es así como para su 
configuración es preciso que se den varios presupuestos. 
 
1. Que el funcionario judicial esté tramitando determinado proceso.  
 
2. Que surja disputa entre el funcionario que conoce y otro u otros acerca de quien debe 
conocerlo. 
 
3. Que el proceso se halle en trámite, esto es que no haya sido fallado. 
 
4. Que los funcionarios entre quienes se disputan formen parte de distinta jurisdicción”13.  
 
De tal manera que, cuando faltaba el pronunciamiento de alguna de las autoridades, se entendía que 
el conflicto no estaba trabado y, en consecuencia, la Sala se inhibía de dirimirlo, disponiendo la 
remisión de las diligencias al representante de la jurisdicción que aún no se había expresado sobre el 
asunto y, una vez cumplido tal requisito, se procedía por la Colegiatura a adoptar la decisión que en 
derecho correspondía.  
 
Tal postura se mantuvo en forma pacífica hasta que, al entrar en vigencia la Ley 906 de 2004, surgió 
al interior de este Tribunal de los Conflictos, la discusión atinente a si resultaba prudente sostener tal 
postura o si, por el contrario, debía cambiarse el criterio, dirimiendo los “conflictos” aún faltando el 
pronunciamiento de una de las autoridades que podrían reclamar o rehusar la competencia para 
dirimir un asunto criminal o en su defecto cuando quien propone el conflicto no sea el ente 
competente. 
 
                                                          
13 Providencia del Consejo Superior de la Judicatura Sala Disciplinaria M.P. Rubén Darío Henao Orozco, 
Rad 20032928 01 09 Aprobada en Acta 127 del 17 de septiembre de 2003.  
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Tenemos que mediante auto del 14 de agosto de 2006, radicado 2006-01121, con ponencia del 
Magistrado Jorge Alonso Flechas Díaz, se resolvió el “conflicto” con sustento en el artículo 54 de la 
Ley 906 de 2004, bajo los siguientes razonamientos: 
 
“No obstante, al respecto, conviene precisar que el presente pronunciamiento ha de 
desarrollarse con fundamento en el artículo 54 de de la Ley 906 de 200414, actual Código de 
Procedimiento Penal que regula el sistema acusatorio, uno de cuyos pilares fundamentales lo 
constituye, entre otros principios, el “de la necesidad de lograr la eficacia en el ejercicio de la 
justicia”, según voces del principio rector consagrado en el artículo 10 ibídem. 
 
Lo anterior por cuanto como se sabe, en esa línea de búsqueda de eficiencia y eficacia de la 
función de administrar justicia el nuevo sistema penal acusatorio que regula el trámite del 
proceso penal en estudio, y en especial el artículo 54 citado, varió el trámite del conflicto de 
competencias consagrado en la anterior legislación procesal penal en el Capítulo VII del Título 
II, artículo 93 y siguientes, previendo actualmente un trámite expedito y ágil en orden a lograr 
la eficacia en el ejercicio de la función judicial tal como lo prevé el principio rector previsto en 
el artículo 10 de la Ley 906 de 2004. 
 
En ese orden de ideas y en aras de materializar tal principio, se ceñirá la Sala a pronunciarse 
sobre el tema puesto a su consideración en el entendido de que bajo la vigencia del actual 
régimen penal acusatorio oral, para efectos de definir la competencia de una autoridad judicial 
para conocer de determinado asunto, basta, sin más, que el juez ante el cual se haya presentado 
la acusación manifieste su incompetencia y remita el expediente a quien por virtud de la ley 
corresponda definir el asunto para que de plano se pronuncie sobre el tema…”. 
 
Esa línea se mantuvo, hasta que, entre otros, en el radicado 2009-01433, a través de auto aprobado 
en Sala Nº 071, con fecha 17 de junio de 2009, se abstuvo de dirimir el aparente conflicto, al 
estimar que, al obrar pronunciamiento sólo de una de las autoridades judiciales, en modo alguno 
se podía predicar la existencia de un conflicto de jurisdicciones. 
 
Decisión que contó con aclaración de voto del Magistrado que en esta oportunidad cumple el 
cometido de ser ponente, destacando, entre otros aspectos, que “Lo anterior permite sostener que 
si bien en la citada normatividad no aparece de manera puntual definido el conflicto de 
competencias que se suscrita entre diversas jurisdicciones, es lo cierto, que como tal es un instituto 
de raigambre constitucional y la competencia para dirimirlo está adscrita a esta Colegiatura”, 
pidiendo, además, que se diseñaran líneas claras, en punto a tres aspectos fundamentales, a saber: 
i) cómo se traba el conflicto; ii) ante qué autoridad se presenta; y, iii) cuál es el procedimiento a 
                                                          
14 Este artículo señala: “Cuando el juez ante el cual se haya presentando la acusación manifieste su 
incompetencia, así lo hará saber a las partes en la misma audiencia y remitirá el asunto inmediatamente al 
funcionario que deba definirla quien en el término improrrogable de tres (3) días decidirá de plano (…)”. La 
nota es del texto original. 
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seguir, manteniendo los criterios hasta ese momento tomados en cuenta por la Colegiatura para 
entender debidamente trabado el conflicto.  
 
Sobre el segundo aspecto, destacó que el tránsito constitucional y legislativo sobre el sistema penal, 
supone, entre otras cosas, que ya el Fiscal no está legitimado para proponer el conflicto, habida 
cuenta de su condición de parte, en el esquema adversarial propio del nuevo sistema penal 
acusatorio. Y, en punto al procedimiento a seguir para estructurar la colisión, se expuso por parte 
de quien en esta oportunidad funge como ponente: 
 
“(…) Conforme lo prevé el artículo 153 de la Ley 906 de 2004, toda actuación, petición y 
decisión que no deba ordenarse en audiencia de formulación de acusación, preparatoria o 
del juicio oral, se resolverán o decidirán en audiencia preliminar ante el Juez de control de 
garantías.  
 
Para ello si la petición está encaminada a presentar un conflicto de competencias entre 
diferentes jurisdicciones, el juez de control de garantías o el de conocimiento según el caso, 
citará a quienes deban concurrir en términos del art. 172 y s.s. Y en tal sentido, se convocará 
a la audiencia al Juez de instancia o Fiscal Penal Militar – art. 273 del C.P.M.- al fiscal, 
defensor, imputado y demás intervinientes.  
 
Iniciada la audiencia se le otorgará el uso de la palabra a quien solicita la audiencia para 
que exponga su pretensión, con la indicación y descubrimiento de los medios probatorios 
mínimos que la soporten que entratándose de un conflicto – aquí no se va a discutir 
responsabilidad - serán los que estén orientados a verificar “la relación con el servicio”, y 
así con cada uno de los asistentes. A su turno, el Juez de control de garantías, fijará su 
posición en torno al conflicto para proponer la colisión negativa o positiva según se trate. 
 
Si se hace presente el Juez de instancia o de Brigada o el Fiscal Penal Militar según el caso, 
argumentarán su posición, sino comparece, lo podrá hacer por escrito en el término judicial 
que fije el juez de control de garantías que no podrá exceder de cinco días – art. 159 C de 
P.P.-  
 
Considero que como órgano límite de una jurisdicción constitucionalmente prevista para 
dirimir este tipo de conflictos, y de cara a la multiplicidad de problemas que generan la 
indebida o inadecuada presentación del conflicto, con las consiguientes consecuencias, es 
por lo que insisto, se deben fijar unas reglas claras para que se entienda debidamente 
trabado el conflicto, y ahí si se envíe a esta Superioridad para su definición.” 
 
Posteriormente, en el radicado 2009-02089, a través de auto aprobado en la Sala No. 092 de 2009, 
con fecha 14 de septiembre de ese año, con ponencia de la Magistrada María Mercedes López Mora, 
se produjo un cambio sustancial, pues en esta oportunidad la Sala se abstuvo de hacer un 
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pronunciamiento de fondo, finalísticamente orientada a garantizar la intervención de las 
autoridades interesadas en asumir o rehusar el conocimiento del asunto, lo mismo que a permitir 
que el juez del conflicto conozca los argumentos de ambas autoridades, para poder determinar a 
quién le concede la razón para declarar el derecho. Tal decisión, se adoptó con fundamento en que 
“mientras no se trabe entre dichos funcionarios esa controversia jurídica, no puede presentarse 
procesalmente la colisión, en otras palabras, si no surge el conflicto, si no aparece la controversia 
entre distintos funcionarios judiciales o por lo menos habilitados para ejercer jurisdicción, no 
puede presentarse el fenómeno de la colisión y por obvias razones no se habilita la competencia 
para resolver por este juez del conflicto”. 
 
Luego de hacer un análisis sobre los conceptos de jurisdicción y competencia, y de exponer 
distintas posturas asumidas por esta Sala desde la entrada en vigencia de la Ley 906 de 2004, 
concluyó que “la Sala no resuelve sobre impugnación de competencia cuando se ha manifestado 
una sola jurisdicción, excepto que previo requerimiento por parte del juez de garantías o ante 
quien se presente la acusación, no haga presencia ni remita por escrito las razones el 
representante de la otra jurisdicción, cuya contumacia habrá de entenderse como desprendimiento 
o falta de interés en asumir para su jurisdicción el conocimiento del asunto puesto de presente”. 
 
Dicha determinación contó con aclaración de voto de los Magistrados Nancy Ángel M., José 
Ovidio Claros Polanco, Angelino Lizcano Rivera y Henry Villarraga Oliveros, al estimar que “en 
oportunidad anterior, en el radicado 2009-2080, aprobamos la decisión de asignar la competencia 
a la jurisdicción ordinaria, no obstante no encontrarse debidamente trabado el conflicto, por 
cuanto en ese específico caso la Sala se apartó del precedente en aras de garantizar el principio 
de economía procesal, dada la trascendencia social de las conductas objeto de investigación y la 
salvaguarda de preclaros derechos fundamentales tanto de los sujetos procesales, como de las 
víctimas, toda vez que al analizar el caso concreto es necesario garantizar por parte de esta 
Colegiatura una decisión de fondo en la cual se esclarezcan los hechos objeto de investigación 
y así garantizar la prevalencia del derecho sustancial sobre el formal –artículo 228 de la 
Constitución Política.”. (Negrilla no original). 
 
Bajo los mismos lineamientos, se resolvió, entre otros, el radicado 200902385 00, aprobado en la 
Sala No. 096 de fecha 21 de septiembre de 2009, con ponencia del Magistrado Angelino Lizcano 
Rivera. Y, más recientemente, el radicado 201002164 00, con ponencia de quien este caso cumple 
igual cometido. 
 
Tal pronunciamiento se hace, no solamente retomando el planteamiento que hicieran los 
Magistrados Nancy Ángel M., José Ovidio Claros Polanco, Angelino Lizcano Rivera y Henry 
Villarraga Oliveros, al aclarar la providencia en el radicado 110010102000200902089 00, aprobada 
en la Sala No. 092 de 2009, con fecha 14 de septiembre de ese año, con ponencia de la Magistrada 
María Mercedes López Mora, pues en este caso, se hace necesario y urgente garantizar no sólo el 
principio de economía procesal, sino también y principalmente- la salvaguarda de los derechos 
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fundamentales tanto de los sujetos procesales, como de las víctimas, a efectos de adoptar por parte 
de esta Colegiatura una decisión de fondo, buscando privilegiar la prevalencia del derecho 
sustancial sobre el formal, conforme a los mandatos superiores contenidos en el artículo 228 de la 
Constitución Política. 
 
Conforme con lo anterior, corresponde a esta Colegiatura por virtud de la Constitución y la ley, 
determinar a qué autoridad judicial le concierne el conocimiento de este asunto en el que se 
investiga, al CP. ANGEL EDUARDO CASAS SALINAS y OTROS, por el delito de homicidio. 
(…). 
 
 Contario a lo anterior posición, encontramos que para el año 2018 (Sentencia, Consejo 
Superior de la judicatura. Sala Jurisdiccional Disciplinaria, 2018) la postura o tendencia, sin saber, 
si es el precedente o derrotero a seguir, ha indicado:  
 
 (…) Así, se tiene que el conflicto se presenta cuando dos o más funcionarios investidos de 
competencia, bien porque ambos funcionarios estiman que es de su conocimiento, caso en el cual 
será positivo; o por considerar que no le corresponde, evento en el cual será negativo, y para que 
este se estructure o proceda es necesario que se presenten los siguientes presupuestos: 
 1.  Que el funcionario judicial esté tramitando determinado proceso. 
2.  Que surja disputa entre el funcionario que conoce el caso y otro u otros acerca de quién 
debe conocerlo. 
3.  Que el proceso se halle en trámite, esto es, que no haya sido  fallado. 
4.  Que la colisión se presente entre diferentes jurisdicciones. 
 
 
2.- Objeto del conflicto. 
 
El objeto del presente tema de debate se encamina a establecer a qué jurisdicción, ya sea penal 
militar o la ordinaria en su especialidad penal, corresponde conocer el proceso penal contra el señor 
FERLEY AUGUSTO ONOFRE GARAVITO, por el presunto delito de peculado culposo. 
 
3.- De la solución del conflicto. 
 
Seria del caso que la Sala abordara el estudio del aparente conflicto planteado entre la Jurisdicción 
Ordinaria, representada por el JUZGADO TREINTA Y CUATRO PENAL DEL CIRCUITO CON 
FUNCIONES DE CONOCIMIENTO, con sede en Bogotá y la Jurisdicción Penal Militar, por el 
conocimiento de la investigación penal contra el señor FERLEY AUGUSTO ONOFRE 
GARAVITO, por el presunto delito de peculado culposo. 
 
Pero en este caso particular, esta Sala observa que no existe una colisión de jurisdicciones traída ante 
esta Superioridad por dos despachos judiciales, pues esta actuación se originó por petición realizada 
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por el defensor de confianza del señor FERLEY AUGUSTO ONOFRE GARAVITO, quien 
manifestó que como su defendido es miembro de la Policía Nacional y para el momento de los hechos 
se encontraba en servicio activo, y los hechos fueron cometidos en ejercicio de sus funciones, sería la 
Justicia Castrense quien debería investigarlos, haciendo alusión al fuero especial del que gozan los 
miembros de la Policía Nacional.  
 
Por su parte la Fiscal se opuso a la solicitud afirmando que si bien es cierto el acusado hace parte 
de la Policía Nacional, los hechos por los cuales se le investiga no tienen relación con el servicio, 
por cuanto se produjo un descuido de sus deberes, razón ésta para que la Justicia ordinaria conozca 
del caso.   
 
Y la representante del Ministerio Público apoyó la solicitud del defensor por considerar que fue 
dentro del contexto de la prestación del servicio que se produjo el presunto delito por el cual estaba 
siendo investigado el imputado, pues el arma se le suministró para el ejercicio de sus funciones, y 
este delito también existe en la Jurisdicción Penal Militar por lo cual podría afirmarse que en este 
caso debía aplicarse al señor ONOFRE GARAVITO el fuero. 
 
Pues bien, si se observa el asunto de ocupación, se tiene que la misma hace referencia a la solicitud 
realizada por el doctor Julian Andrés Vargas Sepulveda, en calidad de defensor del señor FERLEY 
AUGUSTO ONOFRE GARAVITO, quien manifestó al titular del Despacho una causal de 
incompetencia, como quiera que el asunto a su juicio debe ser tramitado ante la JUSTICIA PENAL 
MILITAR, en tanto la imputación fáctica que se efectúa contra su defendido acaeció en 
cumplimiento del ejercicio de sus funciones como miembro de la Policía, fundamentando su 
petición en el artículo 221 de la Constitución Nacional, sin que se tenga oposición, argumento o 
manifestación de algún otro funcionario, pues sólo obra la impugnación de competencia realizada 
por  el defensor del policial y las consideraciones de la Fiscalía y la representante del Ministerio 
Público, sin que se cuente con las manifestaciones de la Justicia Castrense, pues desde el principio 
las diligencias han estado en Justicia Ordinaria. 
 
Además el Juzgado Ordinario de conocimiento donde se está adelantado el proceso, decidió no 
realizar manifestación alguna sobre la competencia y enviar el asunto a esta Colegiatura para que 
tomara la decisión pertinente.  
 
Cabe advertir que en los casos en que la justicia ordinaria reclama el conocimiento de un asunto 
penal, o lo envía por competencia, ello ocurre porque el operador judicial considera que la 
competencia no radica en la justicia ordinaria, siendo lo propio que el funcionario proceda a remitir 
a la otra autoridad judicial la solicitud correspondiente, junto con los elementos de convicción que 
haya recaudado y que considere necesarios y suficientes para que éste se pronuncie, bien sea para 
acoger o no la tesis o para rechazar la competencia, realizando las manifestaciones a que haya lugar 




Bajo tales consideraciones, es evidente que en este caso no se encuentran reunidos los presupuestos 
para considerar que se está frente a un conflicto de jurisdicciones, en tanto, el que se tiene es 
aparente, debiendo en consecuencia abstenerse de entrar a resolverlo, toda vez que -como se itera- 
no obran los pronunciamientos de las demás autoridades judiciales necesarias para trabar 
correctamente el conflicto ante las facultades para disponer de la competencia.  
 
Con lo anterior, esta Sala no encuentra una colisión de jurisdicciones planteada según lo expuesto en 
precedencia, razón por la cual debe indicarse que esta Colegiatura no es competente para resolverla, 
de conformidad con lo señalado en el artículo 256, numeral 6 de la C.P., que a la letra reza:  
 
“ARTICULO 256. Corresponden al Consejo Superior de la Judicatura o a los 
Consejos Seccionales, según el caso y de acuerdo a la ley, las siguientes 
atribuciones: 
 (…) 
 Dirimir los conflictos de competencia que ocurran entre las distintas 
jurisdicciones.”(Subrayado fuera de texto). 
  
 
En igual sentido, la Ley 270 de 1996 en el artículo 112, numeral 2 indica: 
 
 “ARTÍCULO 112. FUNCIONES DE LA SALA JURISDICCIONAL 
DISCIPLINARIA DEL CONSEJO SUPERIOR DE LA 
JUDICATURA. Corresponde a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo 
Superior de la Judicatura: 
(…) 
2. Dirimir los conflictos de competencia que ocurran entre las distintas 
jurisdicciones, y entre éstas y las autoridades administrativas a las cuales la ley 
les haya atribuido funciones jurisdiccionales, salvo los que se prevén en el 
artículo 114, numeral tercero, de esta Ley y entre los Consejos Seccionales o 
entre dos salas de un mismo Consejo Seccional.”(subrayado fuera de texto). 
 
 
En consecuencia, la Ley indica de manera palmaria la competencia de la Sala Jurisdiccional 
Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura para resolver conflictos entre diferentes 
jurisdicciones, lo cual no ocurre en el presente caso, pues aquí solamente existe una manifestación del 
apoderado del acusado, quien solicitó asignar el proceso penal a la Justicia Penal Militar, por cuanto 
su defendido es miembro de la Policía Nacional y al momento de los hechos estaba ejerciendo sus 
funciones, por lo cual no se cuenta en la presente actuación con el pronunciamiento del otro extremo 
judicial y el Juzgado que adelanta la investigación tampoco se ha declarado incompetente para seguir 
con la investigación, pues se itera, manifestó que no iba  a realizar pronunciamiento alguno sobre la 
competencia, procediendo a enviar el asunto a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo 
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Superior de la Judicatura, para que resolviera la solicitud.  
 
Véase que en el mismo sentido se ha pronunciado esta Corporación en los siguientes procesos: 
110010102000 201501343 00, proferido el 26 de junio de 2015, con ponencia de la Magistrada 
doctora JULIA EMMA GARZÓN DE GÓMEZ, la cual fuera aprobada en Sala No. 50, con el voto 
favorable de los H. Magistrados doctores PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO, 
ANGELINO LIZCANO RIVERA y MARÍA MERCEDES LÓPEZ MORA;  110010102000 
201501812 00, proferido el 29 de julio de 2015, con ponencia de la Magistrada doctora JULIA 
EMMA GARZÓN DE GÓMEZ, la cual fuera aprobada en Sala No. 61, con el voto favorable de 
los H. Magistrados doctores RAFAEL ALBERTO GARCÍA ADARVE, ANGELINO LIZCANO 
RIVERA y WILSON RUÍZ OREJUELA  y 110010102000 201501808 00, proferido el 27 de agosto 
de 2015, con ponencia de la Magistrada doctora JULIA EMMA GARZÓN DE GÓMEZ, la cual 
fuera aprobada en Sala No. 72, con el voto favorable de los H. Magistrados doctores PEDRO 
ALONSO SANABRIA BUITRAGO, ANGELINO LIZCANO RIVERA y JESÚS ANTONIO 
GUARNIZO PALACIO, la Sala de Abstuvo de conocer del conflicto en vista a que no existían dos 
Jurisdicciones colisionadas.  
 
Por lo anterior, esta Colegiatura se abstendrá de resolver la presente petición, enviada a esta 
Corporación por el JUZGADO TREINTA Y CUATRO PENAL DEL CIRCUITO CON 
FUNCIONES DE CONOCIMIENTO, con sede en Bogotá, y ordenará la devolución de las presentes 
diligencias al Juzgado de origen para los fines pertinentes. (…). 
  
 
 Se percibe desde luego, que no hay unanimidad por parte de los integrantes de la sala del 
Consejo Superior de la Judicatura en estos aspectos, donde atendiendo al Magistrado ponente 





En Colombia, existe varias jurisdicciones en materia penal a saber, Ordinaria, Justicia Penal 
Militar y  Justicia Especial para la Paz. 
 
En la Constitución Política de Colombia se tiene que el cuerpo colegiado encargado de 
dirimir un conflicto de competencia entre jurisdicciones es la Corte Constitucional, sin 
embargo, el acto legislativo 02 de 2015  revivió al Consejo Superior de la judicatura – sala 
Disciplinaria y en la actualidad, es el encargado de dirimir estos asuntos.  
 
No existe normatividad que determine quienes de los operadores judiciales o de los sujetos 
procesales intervinientes, en las jurisdicciones penal ordinaria y penal militar, pueden 




No ha sido diáfano el Consejo Superior de la Judicatura respecto si solo con la activación 
del conflicto de competencia de jurisdicciones por un operador judicial, esta puede entrar a 
dirimir el asunto.  
 
En la última década ha sido inestable el precedente que maneja esta corporación para 
administrar justicia Constitucional. Sus decisiones “inhibitorias” por no cumplir por parte 
de quien activa el conflicto, unos presupuestos señalados vía jurisprudencial, hacen que se 
regrese al estado inicial.  
 
Ha olvidado  el Consejo Superior de la Judicatura el principio de economía procesal, dada 
la trascendencia social de las conductas objeto de investigación al interior del conflicto y la 
salvaguarda de preclaros derechos fundamentales tanto de los sujetos procesales, como de 
las víctimas, donde otorgan prevalencia al derecho procesal imaginario e inexistente, sobre 
el derecho sustancial.   
 
Esta inseguridad jurídica producto de la disparidad en criterios en la praxis judicial en 
Colombia, ha llevado que la falta de decisiones de fondo en un conflicto de competencias 
de jurisdicciones entre la justicia penal militar y la justicia penal ordinaria contribuya a la 
congestión por demora judicial y afecte derechos fundamentales, entre otros, la dignidad 
humana del receptor de la ley penal, es decir, al  miembro de la fuerza pública, transgresión 
al debido proceso, vulneración al principio del juez natural y al principio de no ser sometido 
a dos investigaciones penales por los mismos hechos.  
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